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Madrid», adicionándose al final del mismo una nueva
letra con el siguiente tenor literal:

«... i) La publicación de los Estatutos de las
Mancomunidades de Municipios».

Disposición transitoria primera. Adaptación de los Esta-
tutos de las Mancomunidades.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor
de esta Ley las Mancomunidades de Municipios madri-
leñas adaptarán, si procediese, sus Estatutos a lo dis-
puesto en esta Ley.

Disposición transitoria segunda. Inscripción en el Regis-
tro de Entidades Locales de la Comunidad de Madrid.

La inscripción de las Entidades Locales en el Registro
de Entidades Locales de la Comunidad de Madrid se
producirá cuando se desarrolle reglamentariamente lo
dispuesto en el artículo 3 de esta Ley, sin perjuicio de
que, en todo caso, sea exigible la comunicación a la
Consejería competente en materia de régimen local.

Disposición transitoria tercera. Régimen especial de la
Villa de Madrid.

Mientras no se dicte la Ley prevista en el artícu-
lo 40 de esta Ley, continúa en vigor el régimen especial
de la Villa de Madrid, según la Disposición Adicional
sexta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de
las Bases de Régimen Local.

Disposición transitoria cuarta. Procedimientos de alte-
ración de términos municipales.

Los procedimientos de alteración de los términos
municipales que no hayan finalizado a la entrada en vigor
de esta Ley se ajustarán a lo dispuesto en la legislación
vigente hasta el momento de la entrada en vigor de
la misma.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas las normas de igual o infe-
rior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dis-
puesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Habilitación de desarrollo.

Se autoriza al Gobierno de la Comunidad de Madrid
a dictar los reglamentos necesarios para la ejecución
de esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid».

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que
sea de aplicación esta Ley que la cumplan, y a los Tri-
bunales y Autoridades que corresponda, la guarden y
la hagan guardar.

Madrid, 11 de marzo de 2003.

ALBERTO RUIZ-GALLARDÓN,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid», número 65,
de 18 de marzo de 2003)

10723 LEY 3/2003, de 11 de marzo, para el desarro-
llo del pacto Local.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado
la presente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

La Constitución española organiza territorialmente el
Estado en Municipios, Provincias y Comunidades Autó-
nomas, que «gozan de autonomía para la gestión de
sus respectivos intereses» —artículo 137—. Tanto los
Municipios como las Provincias, que disponen de per-
sonalidad jurídica plena, conforman la «Administración
Local» del Capítulo II del Título VIII de la Constitución.

Desde la teoría general del Estado Constitucional, la
autonomía municipal es consecuencia tanto del principio
constitucional de división y fragmentación del poder,
como del propio principio democrático, que exige que
todo el poder político haya sido elegido por el pueblo
y pueda desarrollar un núcleo de competencias, así como
de un principio de eficacia y de descentralización admi-
nistrativa. Así, las entidades locales desarrollan una fun-
ción referible al Estado de Derecho, en cuanto contri-
buyen a la división del poder; una función política de
reforzamiento de la democracia y de la participación
social de los ciudadanos; una función de realización del
Estado social en la atención a las necesidades más bási-
cas de los ciudadanos; y una función relativa a la estruc-
turación territorial del Estado, que facilita la homoge-
neización del territorio y limita la centralización auto-
nómica. El reconocimiento de la autonomía local dentro
del Título VIII de la Constitución que regula la organi-
zación territorial de nuestro país refuerza la idea de que
uno de los fundamentos últimos de su definición cons-
titucional es ser un elemento estructural y de división
territorial del Estado.

A diferencia de las Comunidades Autónomas, la Cons-
titución no ha establecido unas competencias concretas
de los Entes locales sino que se ha limitado a recono-
cerles autonomía para la gestión de sus respectivos inte-
reses. Así, además del artículo 137 de la Constitución
Española, que reconoce la autonomía de Municipios, Pro-
vincias y Comunidades Autónomas, el artículo 40 esta-
blece que la Constitución garantiza la autonomía de los
Municipios. Los rasgos constitucionales que acompañan
a los Entes Locales son los formales —personalidad jurí-
dica, modo de elección, órganos de gobierno— y no los
materiales —competencias—. No se ha establecido así
ninguna reserva constitucional de Municipio o de Pro-
vincia, es decir, no existen preceptos constitucionales
que especifiquen competencias concretas y exclusivas
de las entidades locales que no pueden ser suprimidas
por el legislador. Esto no significa que no existan, sino
que al no deducirse de la lectura del texto constitucional
—y de los Estatutos como es el caso de las competencias
exclusivas de las Comunidades Autónomas— tienen que
ser objeto de una interpretación constitucional induda-
blemente más compleja. En una primera aproximación,
se puede afirmar que el concepto constitucional de auto-
nomía local contiene dos elementos: Por una parte, un
conjunto de competencias que la Constitución reserva
a las entidades locales; por otra, la autonomía en el ejer-
cicio de esas competencias.

En relación al primer aspecto, la existencia de un
conjunto de materias que son competencia de las Enti-
dades Locales se deduce, por una parte, del recono-
cimiento constitucional de su autonomía, que lleva implí-
cito un núcleo competencial para cuya gestión la Entidad
Local es autónoma. No hay una auténtica descentra-
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lización territorial si las entidades locales no disponen
de un margen competencial. El Tribunal Constitucional
en una de sus primeras Sentencias —la 32/1981, de
28 de julio— ha afirmado que la autonomía municipal
implica la necesaria participación de los Entes locales
en el gobierno y administración de cuantos asuntos les
atañen. Pero además, la reserva competencial de las
Entidades Locales es consecuencia de la legitimidad
democrática de éstas y, por tanto, de su autonomía polí-
tica. La autonomía política de las Entidades Locales exige
disponer de un núcleo competencial propio donde mate-
rializar la dirección política.

La esencia de la garantía institucional de la autonomía
local no es tanto la competencia sino la gestión bajo
la propia responsabilidad. El artículo 3.1 de la Carta Euro-
pea de Autonomía Local entiende por autonomía local
«el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades Loca-
les de ordenar y gestionar una parte importante de los
asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su propia
responsabilidad y en beneficio de sus habitantes». Ya
tempranamente explicó el Tribunal Constitucional en la
misma Sentencia, que la idea de autonomía no admite
una relación de dirección y es incompatible con los con-
troles de oportunidad por parte de las otras Adminis-
traciones. No obstante, la autonomía es compatible con
los controles de legalidad, ya que aquí no se limita la
oportunidad política sino que se analiza si la actividad
jurídica está sometida plenamente a la Ley y al Derecho
—si respeta los derechos en presencia— o si la actividad
política se ha salido del marco jurídico.

El Tribunal Constitucional ha señalado que «la auto-
nomía local es un concepto jurídico de contenido legal,
que permite, por tanto, configuraciones legales diversas»
—STC 170/1989—. El desarrollo de la autonomía local
está, por consiguiente, en manos del legislador del Esta-
do y autonómico, según la distribución constitucional
y estatutaria de competencias. Le corresponde a las
Comunidades Autónomas la alteración de los términos
municipales y las funciones que correspondan a la Admi-
nistración del Estado sobre las Corporaciones Locales
y cuya transferencia autorice la legislación sobre régimen
local —artículo 148.1.2.o—. Así, el artículo 2.1 de la Ley
7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local,
señala que «para la efectividad de la autonomía garan-
tizada constitucionalmente a las Entidades Locales, la
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas,
reguladora de los distintos sectores de la acción pública,
según la distribución constitucional de competencias,
deberán asegurar a los Municipios, las Provincias y las
Islas su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten
directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles
las competencias que procedan en atención a las carac-
terísticas de la actividad pública de que se trate y a
la capacidad de gestión de la Entidad Local, de con-
formidad con los principios de descentralización y de
máxima proximidad de la gestión administrativa a los
ciudadanos».

El notable avance producido en la configuración del
Estado de las Autonomías, sin embargo, no ha tenido
un reflejo equivalente en el siguiente escalón territorial.
La Administración Local, si bien se transformó profun-
damente a partir de su democratización, ha visto prác-
ticamente inalterada la configuración legal de su ámbito
competencial. El proceso descentralizador debe traspa-
sar ahora el nivel autonómico.

Para los Entes Locales, fue la Ley 7/1985, de 2 de
abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local la que
estableció el núcleo competencial necesario garantizan-
do así la autonomía constitucionalmente reconocida y
se remitió al legislador sectorial competente para que
éste concretase sus competencias en los distintos sec-
tores de la acción pública. De esta manera el modelo

se concibió desde su origen con una notable capacidad
de evolución y de adaptación que permite ahora su mejor
desarrollo para dar una respuesta adecuada a las nuevas
realidades y necesidades.

Son distintas las razones por las que se plantea a
partir del año 1992 la necesidad de desarrollar la auto-
nomía de las Entidades Locales. Si los Ayuntamientos
y las Diputaciones Provinciales fueron postergadas en
la descentralización política que se produce en nuestro
país desde la Constitución, esta situación cambia par-
cialmente a partir de la consolidación del Estado auto-
nómico. Algunos años antes, en 1988, España se adhirió
a la Carta Europea de la Autonomía Local, aprobada
por la Conferencia Permanente de Poderes Locales y
Regionales del Consejo de Europa y ratificada por el
Comité de Ministros de los veintiún Estados miembros
el 15 de octubre de 1985 en Estrasburgo. En el Preám-
bulo de esa Carta se afirma que «la defensa y el for-
talecimiento de la autonomía local representan una con-
tribución especial en la construcción de una Europa basa-
da en los principios de democracia y descentralización
del poder». La autonomía local es definida como «el dere-
cho y la capacidad efectiva de las Entidades Locales
de ordenar y gestionar una parte importante de los
asuntos públicos, en el marco de la Ley, bajo su propia
responsabilidad y en beneficio de sus habitantes».—ar-
tículo 3.1—. Esta Carta señala que el «ejercicio de las
responsabilidades públicas debe, de modo general,
incumbir preferentemente a las autoridades más cerca-
nas a los ciudadanos» —artículo 4.3—. Este principio
de subsidiariedad, que asumía el artículo 2.1 de la Ley de
Bases de Régimen Local se recoge también en el artícu-
lo 5 del Tratado de la Unión Europea. De hecho, la única
reforma constitucional española, precisamente por exi-
gencia de la ratificación del Tratado de Maastricht, fue
efectuada para conceder el derecho de sufragio pasivo
a los ciudadanos comunitarios en las elecciones muni-
cipales.

Una de las dificultades del desarrollo de las Entidades
Locales residía en que las medidas a adoptar para for-
talecerlas no recaían sobre un solo ámbito competencial,
sino que lo hacían tanto en el del Estado como en el
de las Comunidades Autónomas, lo que obligaba a aunar
varias voluntades. Por tanto, era premisa inexcusable
un Pacto Local que respetase la distribución de com-
petencias Estado-Comunidades Autónomas que se reco-
ge en la Constitución, en los distintos Estatutos de Auto-
nomía y en el resto de normas que integran el bloque
de la constitucionalidad. En general, la mayoría de las
competencias que reivindican los Entes Locales son de
tipo ejecutivo y se encuentran atribuidas a las Comu-
nidades Autónomas, lo que obliga a aprobar Leyes auto-
nómicas, consecuencia de Pactos Locales en ese ámbito.
Lo que le ha correspondido al legislador estatal es el
fortalecimiento de las instituciones locales, que se lleva
a cabo a través de la aprobación de la Ley 11/1999,
y de Leyes Orgánicas 7/1999 y 8/1999, todas ellas
de 21 de abril, que modificaban respectivamente la Ley
de Bases de Régimen Local, la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional y la Ley Orgánica de Régimen Electoral
General. Con estas Leyes se pretende consolidar las ins-
tituciones de gobierno y de representación de la Admi-
nistración Local, como paso previo a una ampliación de
su marco competencial.

El Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid
ya prevé, en su artículo 38, que «la Administración de
la Comunidad de Madrid desarrollará su actuación a tra-
vés de los órganos, organismos y entidades dependien-
tes del Gobierno que se establezcan pudiendo delegar
dichas funciones en los Municipios y demás Entidades
Locales reconocidas en este Estatuto si así lo autoriza
una Ley de la Asamblea, que fijará las oportunas formas
de control y coordinación.
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El Pacto Local supone un compromiso político con
la descentralización de la gestión y de competencias
de la Comunidad hacia las Corporaciones Locales, enti-
dades que se encuentran en una situación de mayor
proximidad con los intereses de los ciudadanos. Se trata
de posibilitar que los Municipios adquieran mayores com-
petencias de gestión, evitando duplicidades de adminis-
traciones en un mismo territorio. Debe de ser entendido
en la transferencia de las funciones ejecutivas compa-
tibilizada en otras ocasiones con la reserva de titularidad
y de los medios de control a favor de la Comunidad
de Madrid.

El Pacto Local vertebra su contenido en el principio
de subsidiariedad, que implica que la administración más
cercana al ciudadano sea la que debe asumir la pres-
tación de los servicios cuando dicha prestación sea más
eficaz e implique un ahorro en el gasto público. El Pacto
Local implica una mayor simplificación de la organización
administrativa, en aras de alcanzar una administración
mejor dimensionada, más eficaz y económica.

La presente Ley tiene por objeto convertirse en el
instrumento que permita llevar a cabo el Pacto Local
de la Comunidad de Madrid, a través de las sucesivas
Leyes de transferencia y de delegación, y mediante Con-
venios de encomienda de gestión. Atiende a la com-
plejidad y diversidad de los Municipios de la Comunidad
de Madrid y establece las reglas con las que los Muni-
cipios puedan acceder a sus mejores techos competen-
ciales considerando la estructura orgánica y competen-
cial de la Comunidad de Madrid.

La Ley se compone de 18 artículos, dos Disposiciones
Adicionales, una Derogatoria y una Final.

El primer Capítulo trata de las disposiciones gene-
rales; expone el objeto de esta Ley, cual es establecer
que mediante Ley la Asamblea pueda transferir o delegar
a las Entidades Locales competencias de titularidad de
la Comunidad Autónoma. Establece que las competen-
cias transferidas o delegadas deberán estar referidas sus-
tancialmente a su prestación o ejercicio, reservándose
la Comunidad las competencias de ordenación y coor-
dinación general. Se hace también una relación genérica
de materias susceptibles de transferencia o delegación.
Se incluye la posibilidad de que las Mancomunidades
de Municipios puedan ser destinatarias de las compe-
tencias transferidas o delegadas. Se prevé asimismo la
posibilidad de que la Comunidad de Madrid firme con-
venios de encomienda de gestión de actividades mate-
riales a las Entidades Locales.

El Capítulo II establece cómo se realizará la trans-
ferencia de competencias a las Entidades Locales, que,
en todo caso, será mediante Ley de la Asamblea de
Madrid. Corresponde a los Decretos de traspasos la fija-
ción de los medios económicos, personales y reales nece-
sarios para la transferencia de competencias. Se prevé
la posibilidad de revocación de la transferencia.

El Capítulo III regula la delegación de competencias
en los Municipios o Mancomunidades de la Comunidad
de Madrid, que se hará con autorización previa a tra-
vés de Ley de la Asamblea de Madrid, que fijará las
formas de control y coordinación. Igualmente, se prevé
la posibilidad de revocación.

El Capítulo IV establece el procedimiento para la defi-
nición de las transferencias o delegación de competen-
cias. En él se establece la participación de las Entidades
Locales a través de la Comisión Mixta de Coordinación
de Competencias. Esta Comisión va a ser la impulsora
del Pacto Local y creará las Comisiones Sectoriales que
serán las encargadas de concretar el traspaso de com-
petencias mediante alguna de las fórmulas establecidas:
Transferencia, delegación, encomienda. Su trabajo se
centrará en la valoración de los medios financieros, mate-
riales y, en su caso, personales.

El Pacto Local no es un problema puntual en el tiempo
que pueda resolverse en una Ley en sus aspectos más
concretos, sino que es un proceso dinámico que ocurrirá
a lo largo de varios años y que en algunos casos no
tiene por qué agotarse, por lo que esta Ley es funda-
mental por cuanto va a ser el instrumento y el soporte
que garantice su correcta aplicación.

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.

Es objeto de esta Ley, de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley de Administración Local, la regulación
legal de los procedimientos de transferencia y delegación
de competencias de la Comunidad de Madrid a favor
de las Entidades Locales.

Artículo 2. Materias susceptibles de transferencia o
delegación.

1. Las competencias de la Comunidad de Madrid
que se transfieran o deleguen a las Entidades Locales
deberán estar referidas sustancialmente a la prestación
o ejercicio de las mismas, posibilitando que las Entidades
Locales puedan seguir políticas propias en el ejercicio
de dichas competencias, y sin perjuicio de que la Comu-
nidad siga manteniendo, cuando se considere conve-
niente, las competencias de ordenación, planificación y
coordinación generales.

2. Las materias, que podrán ser objeto de trans-
ferencia o delegación a las Entidades Locales que la
legislación vigente atribuye a la Comunidad de Madrid,
serán las siguientes:

a) Consumo.
b) Deportes.
c) Educación.
d) Empleo.
e) Juventud.
f) Medio ambiente.
g) Política de la mujer.
h) Ordenación del territorio y urbanismo.
i) Patrimonio histórico.
j) Protección civil.
k) Sanidad.
l) Servicios sociales.
ll) Transporte.
m) Turismo.
n) Vivienda.

3. También podrá ser objeto de transferencia o dele-
gación cualquier otra materia de competencia de la
Comunidad de Madrid, cuya gestión se considere con-
veniente que deba ser realizada por las Entidades Loca-
les, en virtud del principio de inmediación y cercanía
o proximidad al ciudadano.

Artículo 3. Destinatarios.

1. Las Entidades destinatarias de la transferencia
o delegación podrán ser los Municipios, las Mancomu-
nidades de Municipios y, en su caso, las Entidades Loca-
les de carácter supramunicipal, previstas en la Ley de
Administración Local de la Comunidad de Madrid.
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2. Las transferencias de competencias podrán rea-
lizarse a favor de todos los Municipios o Mancomuni-
dades de Municipios, o diferenciar a estas Entidades por
tramos de población.

Artículo 4. Convenios de encomienda de gestión.

La encomienda de gestión de actividades materiales
de la Comunidad de Madrid a las Entidades Locales se
instrumenta mediante la suscripción del oportuno con-
venio según prevé la Ley de Administración Local de
la Comunidad de Madrid.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la transferencia de competencias

Artículo 5. Ley de transferencias.

La transferencia de competencias de la Comunidad
de Madrid a los municipios o mancomunidades de muni-
cipios, se efectuará mediante Ley de la Asamblea de
Madrid que determinará las facultades concretas que
se transfieren en cada materia y los términos en que
se transfieren, así como los criterios para proceder a
la evaluación de los medios financieros, reales y, en su
caso, personales que se traspasan.

Artículo 6. Solicitud de transferencias.

Las Entidades Locales interesadas, a través de la
Comisión Mixta de Coordinación de Competencias regu-
lada en el Capítulo Cuarto de la presente Ley, podrán
solicitar de la Comunidad de Madrid que se haga efectiva
la transferencia de las competencias que la Ley de Trans-
ferencias determina.

Artículo 7. Decretos de traspasos.

1. Aprobada la Ley de transferencia de competen-
cias, el Gobierno de la Comunidad de Madrid, de con-
formidad con el procedimiento previsto en el Capítulo
Cuarto de esta Ley, aprobará los correspondiente Decre-
tos de traspasos que concretarán, para cada Entidad
Local afectada, los medios destinados a financiar la com-
petencia objeto de traspaso y, en su caso, los medios
personales y reales necesarios.

2. El Decreto de traspasos, que será publicado en
el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid», hará
efectiva la transferencia de competencias a todas o algu-
nas Entidades Locales y deberá determinar:

a) La legislación aplicable a las competencias trans-
feridas.

b) Los medios financieros, y, en su caso, reales y
personales que se traspasan.

c) La fecha de entrada en vigor de la transferencia
realizada y del traspaso de los medios necesarios para
su gestión.

d) La relación de los documentos que se traspasan
relativos al servicio traspasado.

El Decreto precisará que no afecta a los procedimien-
tos ya iniciados y en curso de tramitación, ni a las inci-
dencias de recurso u de otro tipo que se susciten con
relación a procedimientos ya resueltos por la Comunidad
de Madrid, estableciendo en su caso las excepciones
a esta regla.

Artículo 8. Revocación de las competencias.

1. La revocación de las competencias transferidas
por Ley de la Asamblea sólo podrá realizarse por ley.

2. El proyecto de ley, que justificará las razones de
interés general o el incumplimiento grave de las obli-
gaciones asumidas en virtud de las transferencias, la
notoria negligencia, ineficacia o mala gestión de las acti-
vidades y servicios transferidos que motivan la revoca-
ción, se aprobará por el Gobierno de la Comunidad de
Madrid, previo informe de la Comisión Mixta de Coor-
dinación de competencias y audiencia de la Entidad o
Entidades Locales interesadas.

CAPÍTULO TERCERO

De la delegación de competencias

Artículo 9. Delegación de competencias.

1. La Comunidad de Madrid podrá delegar compe-
tencias de su titularidad en los Municipios o Manco-
munidades de Municipios cuando así lo autorice pre-
viamente una Ley de la Asamblea, que fijará las opor-
tunas formas de control y coordinación.

2. Las Entidades Locales, a través de los órganos
previstos en esta Ley, podrán solicitar del Gobierno de
la Comunidad de Madrid que remita a la Asamblea el
proyecto de ley de autorización de la delegación.

Artículo 10. Decretos de delegación.

1. Aprobada la ley que autoriza la delegación de
competencias propias de la Comunidad de Madrid, se
procederá a determinar, conforme al procedimiento regu-
lado en el Capítulo Cuarto de esta Ley, las concretas
funciones objeto de la delegación, así como sus des-
tinatarios según los tramos de población que, en su caso,
se fijen.

2. Los Decretos de traspasos relativos a las materias
objeto de delegación tendrán el contenido previsto en
la Ley de Administración Local de la Comunidad de
Madrid, y precisarán las facultades que, respecto de
aquéllas, se reserva la Comunidad para su planificación,
coordinación o control.

Artículo 11. Aceptación de la delegación.

Salvo que la Ley imponga obligatoriamente la dele-
gación de competencias, los Plenos de los municipios
destinatarios de la delegación deberán aceptar la misma
mediante el voto favorable de la mayoría absoluta del
número legal de miembros de la Corporación.

Artículo 12. Revocación de la delegación.

Cuando, según la Ley de Administración Local de
Madrid, proceda la revocación de la delegación de com-
petencias para una o varias Entidades Locales se rea-
lizará por Decreto del Gobierno previo informe de la
Comisión Mixta de Coordinación de Competencias,
audiencia de la Entidad o Entidades Locales interesadas
y autorización mediante Ley de la Asamblea de Madrid.

CAPÍTULO CUARTO

Procedimiento para la definición de las transferencias
o delegaciones de competencias

Artículo 13. Participación de las Entidades Locales.

Para el desarrollo y ejecución del proceso de trans-
ferencia y delegación de competencias a las Entidades
Locales previsto en esta Ley y asegurar su plena par-
ticipación en el mismo se crea la Comisión Mixta de
Coordinación de Competencias.

Artículo 14. Funciones de la Comisión.

1. La Comisión Mixta de Coordinación de Compe-
tencias es el órgano colegiado encargado de impulsar
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el proceso de transferencias o delegaciones previsto en
esta Ley y velar por su desarrollo, proponiendo a los
órganos competentes la adopción de las medidas opor-
tunas, especialmente las siguientes:

a) Determinación de las funciones o servicios sus-
ceptibles de delegación o transferencia en los distintos
ámbitos materiales de acción pública.

b) Fijación de los tramos de población de los muni-
cipios destinatarios de la transferencia o delegación.

c) Valoración de los medios financieros, materiales
y personales que se traspasen como consecuencia de
la transferencia o delegación.

d) Supervisar el adecuado de desarrollo del proceso
de transferencia o delegación.

e) Informar en los supuestos en los que, de con-
formidad con esta Ley y la Ley de Administración Local
de la Comunidad de Madrid, proceda la revocación de
las transferencias o delegaciones.

f) Crear y coordinar el funcionamiento de las Comi-
siones sectoriales previstas en el artículo 18 de esta
Ley.

2. Los Acuerdos de la Comisión Mixta de Coordi-
nación de Competencias relativos a una concreta Entidad
Local requieren la conformidad previa de dicha Entidad
Local.

Artículo 15. Acuerdos de la Comisión Mixta de Coor-
dinación.

1. Los Acuerdos de la Comisión Mixta de Coordi-
nación de Competencias adoptarán la forma de propues-
tas al Gobierno de la Comunidad de Madrid que, en
su caso, los aprobará mediante Decreto, incluyéndose
aquéllos como Anexos.

2. Los Decretos serán objeto de publicación en el
«Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid».

3. Si la propuesta de la Comisión se refiriere a cues-
tiones necesitadas de regulación legal, el Gobierno apro-
bará el proyecto de ley correspondiente para su remisión
a la Asamblea de Madrid.

Artículo 16. Composición.

1. La Comisión Mixta de Coordinación estará inte-
grada por veinticuatro miembros, doce en representa-
ción de la Comunidad de Madrid y doce de las Entidades
Locales.

2. Serán miembros de la Comisión en representa-
ción de la Comunidad de Madrid:

a) El Consejero competente en materia de régimen
local, que será su Presidente.

b) El Director General de Administración Local.
c) El Director General de Presupuestos.
d) Nueve representantes de las Consejerías con

competencias en las materias enumeradas en el artícu-
lo 2 de esta Ley, con categoría al menos de Director
General, designados por el Gobierno de la Comunidad
de Madrid.

3. Los representantes de las Entidades Locales se
designarán por la Asociación de entidades locales de
mayor implantación en la Comunidad de Madrid de con-
formidad con lo dispuesto en sus Estatutos, y garan-
tizando la presencia en la Comisión de representantes
de los municipios según los tramos de población que
se establezcan y, en su caso, de las Mancomunidades
de Municipios.

4. Actuará como Secretario de la Comisión Mixta
de Coordinación de Competencias el funcionario de la
Consejería competente en materia de régimen local que
designe el Presidente.

Artículo 17. Funcionamiento de la Comisión Mixta de
Coordinación.

1. La Comisión Mixta de Coordinación se reúne pre-
via convocatoria de su Presidente, a iniciativa propia o
previa solicitud de la mayoría de los representantes de
las Entidades Locales.

2. Además de la presencia de Presidente y Secre-
tario, la válida constitución de la Comisión Mixta de Coor-
dinación requiere la asistencia de la mitad al menos de
los miembros representantes de la Comunidad de Madrid
y la mayoría absoluta de los miembros en representación
de las Entidades Locales.

3. La adopción de acuerdos en la Comisión Mixta
de Coordinación requiere el consenso entre los repre-
sentantes de la Comunidad de Madrid y de las Entidades
Locales. A tal fin, la voluntad de la representación de
las Entidades Locales se obtendrá por mayoría absoluta
de los miembros que la componen.

4. En lo no previsto en esta Ley, el funcionamiento
de las Comisión Mixta de Coordinación se rige por lo
dispuesto en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Artículo 18. Comisiones Sectoriales.

1. Por Acuerdo de la Comisión Mixta de Coordina-
ción de Competencias podrán crearse Comisiones sec-
toriales para el estudio y concreción de las funciones
o servicios susceptibles de transferencia o delegación
en los diferentes ámbitos materiales de acción pública
de competencia de la Comunidad de Madrid, así como
para la valoración de los medios financieros, materiales
y, en su caso, personales que sean objeto de traspaso.

2. Las Comisiones sectoriales estarán integradas
por el número de miembros que se determine en el
Acuerdo de creación, que también precisará el nombra-
miento de Presidente, que deberá recaer en un repre-
sentante de la Consejería competente en el ámbito sec-
torial correspondiente. En todo caso, las Comisiones sec-
toriales que puedan crearse estarán integradas por igual
número de representantes de las Entidades Locales y
de la Comunidad de Madrid y, entre estos últimos, se
incluirá necesariamente un representante de la Conse-
jería competente en materia de Régimen Local y otro
de Hacienda.

3. La designación de los representantes de las Enti-
dades Locales corresponderá a la asociación de enti-
dades locales de mayor implantación en la Comunidad
de Madrid.

4. El Presidente de las Comisiones sectoriales que
puedan crearse designará como Secretario de la misma
un funcionario de la Consejería competente en el ámbito
sectorial correspondiente.

5. El Presidente de la Comisión sectorial podrá auto-
rizar, a iniciativa propia o de los representantes de las
Entidades Locales, la participación de funcionarios o
expertos por razón de la materia en las sesiones de tra-
bajo de la Comisión, con carácter exclusivamente infor-
mativo.

6. Las Comisiones sectoriales que se creen, elevarán
sus estudios y propuestas a la Comisión Mixta de Coor-
dinación de Competencias para la adopción, en su caso,
de los correspondientes acuerdos de transferencia o
delegación.
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7. En razón de su singularidad como capital del Esta-
do, se podrá crear una Comisión Sectorial específica para
el Municipio de Madrid.

Disposición adicional primera. Financiación de los ser-
vicios y funciones transferidos o delegados.

Por Ley de la Asamblea de Madrid se regulará la
financiación de los servicios y funciones que se trans-
fieran o deleguen en las Entidades Locales de la Comu-
nidad de Madrid como consecuencia del Pacto Local.

Disposición final segunda. Constitución de la Comisión
Mixta.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor
de esta Ley, deberá procederse a la celebración de la
sesión constitutiva de la Comisión Mixta de Coordinación
de Competencias.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas las normas de igual o infe-
rior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dis-
puesto en la presente Ley.

Disposición final única. La presente Ley entrará en vigor
a los veinte días de su publicación en el «Boletín
Oficial de la Comunidad de Madrid».

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que
sea de aplicación esta Ley que la cumplan, y a los Tri-
bunales y Autoridades que corresponda, la guarden y
la hagan guardar.

Madrid, 11 de marzo de 2003.

ALBERTO RUIZ-GALLARDÓN,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid», número 65,
de 18 de marzo de 2003.)

10724 LEY 4/2003, de 11 de marzo, de Cajas de
Ahorros de la Comunidad de Madrid.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado
la presente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

La Comunidad de Madrid, en ejercicio de la com-
petencia atribuida por el artículo 26.3.1.5 de su Estatuto
de Autonomía y de conformidad con lo previsto en la
Ley 31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las
Normas Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas
de Ahorros (LORCA), dictó la Ley 5/1992, de 15 de
julio, de Órganos de Gobierno de las Cajas de Ahorro
de la Comunidad de Madrid. Esta Ley se ha revelado
como un instrumento eficaz, en orden a la actividad finan-
ciera y social de la Caja, de tal suerte que en el período
transcurrido se ha duplicado tanto el balance como el
beneficio, además de dotar a la Obra Social con un por-
centaje cercano al 26 por ciento del excedente total.

La nueva Ley que ahora se presenta, tiene un doble
objetivo:

En primer lugar, supone la adaptación a las modi-
ficaciones introducidas por la Ley 44/2002, de 22 de
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Finan-
ciero (Ley Financiera), que da nueva redacción a deter-
minados preceptos de la LORCA, con la finalidad global
de aumentar los niveles de democratización y profesio-

nalización de las Cajas de Ahorros. En este marco se
encuadran las distintas medidas abordadas por el artícu-
lo 8 de la Ley Financiera y, en concreto, las que afectan
a las siguientes materias:

Límite del 50 por ciento de la representación pública
y porcentajes mínimos y máximos de representación de
los sectores de impositores y empleados.

Requisitos de los componentes de los órganos de
gobierno de las Cajas de Ahorros.

Procedimiento de elección de Consejeros Generales
en representación del grupo de impositores.

Requisitos para acceder al cargo de Consejero Gene-
ral, duración e irrevocabilidad del mandato.

Requisitos para acceder al cargo de vocal del Consejo
de Administración, duración e irrevocabilidad del nom-
bramiento.

Además, la Ley Financiera se ocupa de aumentar la
eficiencia de las Cajas de Ahorros con medidas tales
como, permitir la delegación de facultades del Consejo
de Administración en los órganos de gobierno de las
entidades que constituyan alianzas entre Cajas de
Ahorros, acuerdos de colaboración entre Cajas de
Ahorros y fusiones entre Cajas con sedes sociales en
diferentes Comunidades Autónomas.

En definitiva, con esta nueva Ley de la Comunidad
de Madrid se da cumplimiento al mandato contenido
en la Disposición Transitoria Decimosegunda de la Ley
Financiera en relación a la adaptación con la misma,
en el plazo de seis meses, de la legislación de las Comu-
nidades Autónomas en materia de Cajas de Ahorros.

En segundo lugar, el tiempo transcurrido desde la
aprobación de la Ley 5/1992 ha permitido, por una par-
te, contar con la experiencia necesaria para desarrollar
y clarificar diversos aspectos relativos al desenvolvimien-
to de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorros
con sede social en nuestra Comunidad y, por otra, dis-
poner de una consolidada doctrina del Tribunal Cons-
titucional en relación con el reparto de competencias
entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Además, el importante número de disposiciones de
diferente jerarquía dictadas sobre esta materia desde
aquella fecha, aconseja introducir cambios tendentes a
clarificar las competencias de la Comunidad de Madrid
en materia de Cajas de Ahorros y a recoger dichas com-
petencias en una norma de rango suficiente.

Razones de seguridad jurídica han determinado la
conveniencia de elaborar un texto de nueva planta que
no se limita a la regulación de los órganos de gobierno
de las Cajas, aunque tampoco es, ni pretende ser, un
texto exhaustivo de cuantas materias de diversa natu-
raleza están relacionadas con las actividades de las
Cajas.

Así, el Título I, contiene disposiciones generales dedi-
cadas, entre otras prescripciones, al ámbito de aplicación
de la Ley, que se limita a las Cajas de Ahorros con domi-
cilio social en la Comunidad de Madrid, quedando, en
su caso, para otras disposiciones el ejercicio de com-
petencias de la Comunidad sobre las actividades de las
Cajas de Ahorros con domicilio social fuera de la propia
Comunidad. En el mismo Título se contempla adecuar
el deber de guardar reserva acerca de informaciones
sobre clientes y la exclusividad en el ejercicio de acti-
vidades y usos de denominaciones reservadas a las Cajas
de Ahorros.

Se contempla, además, la existencia de dos Registros,
uno, genérico, de Cajas de Ahorros en el que deben
inscribirse todos los actos relativos a las mismas y otro,
específico, de Altos Cargos.

El Título II recoge las competencias de la Comunidad
de Madrid en materia de Cajas de Ahorros, que se encon-
traban hasta ahora en disposiciones dispersas de dife-


